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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gonzalo Novales. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Alba M. Cocco Soto, Daniela Payssé, Gustavo A. 
Espinosa y Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Educación y Cultura, doctora María Elena Martínez; Directora de 
Derechos Humanos y profesor Oscar Destouet; Coordinador del Área de Memoria. 


Por el Grupo de Acceso a la Información, licenciadas Lourdes Ramos y Beatriz Muiño y 
doctores Martín Prats y Roberto Gossi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Novales).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dése lectura por Secretaría de dos informes. 
(Se lee:) 


Damos la bienvenida, ahora, a la Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, 
doctora María Elena Martínez y al profesor Oscar Destouet, coordinador del Área de Memoria, quienes nos 
van a dar su opinión respecto a dos proyectos de ley que tenemos a estudio en esta Comisión, referente al 
Archivo Nacional de la Memoria. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Agradecemos que nos hayan invitado. 


Me permití concurrir acompañada del profesor Oscar Destouet, quien es el coordinador del Area de Memoria 
de la Dirección de Derechos Humanos, porque trabaja desde hace muchos años en este tema de memoria y 
archivo; por lo tanto, tiene conocimientos técnicos superiores a los míos. 


Hemos recibido estos dos proyectos que estuvimos examinando. Ambos son muy interesantes y en muchos 
aspectos similares; tanto es así que recuerdo que acá se estuvo trabajando en ese sentido. Por lo tanto voy a 


centrarme, sobre todo, en aquellos temas que son diferentes. Si bien son muy similares, tienen una 
construcción distinta: uno es bastante más concreto, que es el presentado por el Partido Nacional y, el otro, 
fue presentado por los integrantes de esta Comisión que pertenecen al Frente Amplio y al Partido Colorado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Nos interesa mucho escuchar sus palabras, pero antes quisiera aclarar una 
situación un poco interna que, a la vez, tiene un efecto en la conversación que vayamos a mantener. 


En la Comisión se presentaron esos dos proyectos: uno elaborado por la Comisión y, el otro, por la bancada 
del Partido Nacional. En principio, formalmente, estaban presentados los dos proyectos pero, en el proceso 
de la discusión interna de la Comisión, se había acordado trabajar haciendo centro en el proyecto de esta. De 
todas maneras, es bueno poder recoger toda la opinión que se tenga sobre el tema y los dos proyectos porque, 
quizás, en cualquiera de ellos haya elementos interesantes que se pueden intercambiar. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Vamos a dejar para más adelante determinar de quién depende, porque eso 
no es lo sustancial. 


En cuanto a un proyecto de este tipo, un tema que es crucial para los derechos humanos en el Uruguay, es que 
el texto debe tener la mejor técnica jurídica y, también, un contenido de derechos humanos. Desde el punto 
de vista legal no tendría por qué tener una referencia como la que se hace en el proyecto de la Comisión, que 
pone como objetivo promover la importancia de la vigencia de los derechos humanos y la democracia 
mediante el pleno ejercicio del derecho individual y colectivo a la verdad, a la memoria y al acceso a la 
información pública. Me parece más conveniente -aunque es más bien una exquisitez- que el presentado por 
el Partido Nacional que también es correcto y establece "garantizar el acceso a la información". De todos 
modos, me parece conveniente un artículo referido a objetivos y que se centre en los derechos humanos. Este 
es un primer punto. 


En ambos proyectos, tanto en el presentado por la Comisión como en el del Partido Nacional, hay una 
limitación de períodos por tiempo que me parece no tiene mayor sentido. Esto no lo voy a explicar yo porque 
quien conoce más sobre documentación de archivos es el profesor Destouet. Creo que limitarlo ya sea al 9 de 
febrero o al 1” de enero del año 1973 y el 1? de marzo de 1985 carece de sentido porque no se trata de algo 
que empiece un día y se termine en otro. Nos estamos refiriendo a situaciones políticas que tienen raíces 
anteriores y consecuencias posteriores. Hay dos normas que hablan de la posibilidad de ampliar esta situación 
y una se encuentra en el inciso D) del artículo 3” del proyecto de la Comisión. Me parece muy limitado 
porque se habla solo de coordinación represiva que, posiblemente, hubiese empezado antes de 1973. 


En el proyecto presentado por el Partido Nacional, si bien es más amplio, debemos tomar en cuenta cómo 
están ordenados los materiales para saber si se pueden cortar por un día o si hay una ficha personal. Yo tengo 
ficha desde los dieciocho años; en ese entonces trabajé por la Ley Orgánica de la Universidad y está en mi 
ficha policial. Así sucede con todo el mundo, por lo que he visto. Creo que hay que tomar en consideración 
este aspecto. 


SEÑOR DESTOUET.- En cuanto al marco temporal de aplicación del Archivo Nacional de la Memoria 
y compartiendo lo planteado por la doctora Martínez, considero que es muy difícil fijar un marco 
estricto en lo temporal, debido al tipo de documentación que manejamos. Sabemos que los dos 
proyectos tienen una diferencia sustancial. Por ejemplo, en el proyecto presentado por la señora 
Diputada Argimón, en el segundo párrafo del artículo 2”, el hecho de que se diga que podrán 
incorporarse documentos anteriores o posteriores a esas fechas si son considerados importantes en la 
reconstrucción de este período histórico, de acuerdo con el criterio de la Dirección, amplía el marco 
temporal y tal vez pudiera salvarse la situación. No sucede lo mismo con el de la Comisión, puesto que 
claramente se establece que el período es desde 1973 a 1985. 


En el caso de una parte de la documentación de la Dirección Nacional de Información e Inteligencia -que 
sería uno de los organismos generadores de documentación que iría al Archivo Nacional de la Memoria-, 
debo decir que está basado fundamentalmente en las fichas individuales, porque es parte de la metodología 
de trabajo. Si bien se integra también la de organizaciones sociales, sindicales, religiosas y de otro tipo de la 
sociedad civil, fundamentalmente termina en el análisis individual. Los registros que he visto se remontan a 
los años veinte, con diferentes criterios en cuanto a la formulación del enemigo interno. De todos modos, 


estos archivos son de persecución política, ideológica, a organizaciones sindicales o gremiales, a iglesias con 
distinta denominación, que englobaríamos como parte de esa nueva relación Estado-sociedad que está en la 
filosofía de ambos proyectos en cuanto a eliminar ese funcionamiento represivo y violatorio de los derechos 
humanos. En realidad, ese acopio de información se hizo sin limitación alguna, utilizando fuentes abiertas o 
el espionaje; eso depende de las épocas. En el período comprendido entre 1973 y 1985 hay una mayor 
utilización de informaciones provenientes de medios absolutamente ilegales para cualquier ordenamiento 
jurídico nacional o de consideración internacional. Estos archivos también contienen -y creo que para la 
memoria colectiva son sumamente importantes- acervos documentales gigantescos, provenientes de la 
sociedad civil. Me refiero a volantes, boletines y distintos materiales escritos, generados por sindicatos y 
organizaciones barriales, sociales o religiosas. Somos conscientes de que de algunos se hicieron cincuenta 
ejemplares hace cincuenta años, por lo cual el hecho de que exista uno en la Dirección Nacional de 
Inteligencia tiene un valor histórico. No tendrá valor político o no será de interés político, pero sí es de 
interés desde la historia y desde la construcción de la memoria de las distintas instancias de la sociedad 
uruguaya a lo largo del Siglo XX. De no salvarse el tema temporal, eso quedaría afuera, y me parece que es 
de una riqueza significativa, aunque políticamente comprendo y comparto que se hable de lo que fue el 
accionar de la dictadura en nuestro país. Sin lugar a dudas, esa referencia como marco temporal central es 
correcta y compartible, pero no debemos atarnos a esa situación. 


La salvedad que aparece en el literal C) del artículo 5% del documento de la Comisión, simplemente lo amplía 
a la coordinación, al decir "que den cuenta de coordinación represiva internacional o que recojan testimonios 
de violaciones a los derechos humanos dentro del ámbito de aplicación de esta ley". Esto remite a lo anterior. 


No estamos hablando solo en Archivos de la Memoria de documentación proveniente de la Dirección 
Nacional de Inteligencia, de la Dirección de Policía Técnica o de los distintos organismos del Ministerio de 
Defensa Nacional. Somos conscientes de la existencia de este tipo de documentación en los archivos de las 
tres Armas, alguna discontinuada y otra microfilmada o en papel. 


La primera tarea es ubicar los distintos acervos documentales existentes en los diferentes organismos del 
Estado y en organismos de carácter civil que originariamente no tienen nada que ver con la represión pero 
que en el período dictatorial actuaron en función de ese Estado que se fue transformando en un Estado 
terrorista frente a la ciudadanía. Es el caso, por ejemplo, del Ministerio de Relaciones Exteriores, hecho 
público, donde ahora los funcionarios, a instancias del Ministro Gargano, están catalogando aquella 
documentación que nadie sabía que efectivamente existía. Muy buena parte de la documentación estaba 
inventariada desde hacía más de veinte años, pero otra está en ese proceso de indexación, o sea de 
transformar una masa gigantesca de papel, en la que nadie sabe qué es lo que puede haber, en líneas de ruta 
para poder ubicar información relevante desde el punto de vista de la historia o desde otros puntos de vista 
para hacer otro tipo de investigaciones o reparatorias a las víctimas. De esta documentación que sirvió para 
perseguir, hoy en democracia todos podemos hacer otra lectura inversa, que es reparadora hacia las víctimas 
de la represión. 


Están involucrados otros organismos del Estado, como por ejemplo la enseñanza. En los archivos de los 
Consejos desconcentrados -menos en la Universidad de la República- se encuentran desde directivas hasta 
listas de destituidos, listas de persecuciones a estudiantes, con relatos de hace treinta años que son muy 
ejemplificantes para aprender lo que no hay que hacer. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En primer lugar quiero reiterar lo que dijo el señor Diputado Rodríguez. Nosotros 
y nosotras resolvimos políticamente que el proyecto madre sea el de la Comisión, en el que estamos 
intentado trabajar con los aportes del otro proyecto. En segundo término, comenzamos esta tarea por 
una propuesta específica, que era la necesidad de trabajar en la documentación que existe sobre la 
última dictadura. Hago esta aclaración porque se habló de la dictadura de 1920. 


El motivo de nuestra preocupación es que se nos planteó la necesidad de legislar a los efectos de poder 
trabajar con la documentación que existe en diferentes ámbitos con respecto a la última dictadura. El marco 
de reflexión de la Comisión era ese. Por supuesto que me interesa mucho el tema histórico, pero tengo la 
duda de que de repente disperse este interés coyuntural. 


Cuando empezamos a legislar no estaba en nuestro espíritu hacer un archivo histórico que nos llevara hasta 
esa época que, por lo que dice el profesor, debería formar parte de un archivo nacional de la memoria. 


Estábamos pensando en una necesidad que nos fue trasmitida, y así la interpretamos, respecto a una 
coyuntura que no fue atendida por Gobiernos anteriores y que todos los partidos políticos consideramos que 
debe serlo. 


En ese marco, me preocupa pensar en un repensar -valga la redundancia- un proyecto en función de esta 
nueva realidad que nos plantea del profesor Destouet, que comparto que es así desde el punto de vista 
histórico. Por eso quisiera saber si algunos de los planteos que hacen referencia a distintos ámbitos, como el 
de la enseñanza, no podrían estar contemplados en el literal D) del artículo 5, que hace hincapié en una 
cantidad de ámbitos en los cuales existe documentación y que van en la dirección de lo que me parece que el 
profesor estaba diciendo. Reitero que salvo las distancias a 1920, lo que me deja un poco preocupada en 
cuanto a la tarea coyuntural por la cual nos pidieron este soporte legislativo. 


SEÑOR DESTOUET.- Entiendo la preocupación planteada. Se podría interpretar en forma abarcativa 
esas situaciones, pero poniendo el centro en el período de la dictadura. Creo que es correcto dar ese 
salto y que políticamente es una necesidad hasta para la transición democrática de largo plazo. 
Entonces, marcar la centralidad de este Archivo Nacional de la Memoria en el período 1973-1985 es 
correctísimo. Ahora bien; este literal D) podría llegar a salvar esas dificultades, porque todos somos 
conscientes de que no se trata de que se empiece el día tal a la hora tal y se termine el día tal a la hora 
cual, porque la cuestión no funciona así. Y voy a plantear otro problemita en cuanto a este tipo de 
documentación, que tiene que ver con marcar las fechas. Los archivos policiales, por ejemplo, se basan 
en un fichero de nombres y a partir de él, uno comienza a entrecruzar las informaciones. Si yo soy muy 
estricto en el marco temporal, tendré que recortar la información existente y, probablemente, cometa 
un crimen histórico muy grande. La doctora Martínez recién decía que su ficha empezaba desde que 
ella cumplió los 18 años, y eso no ocurrió en el año 1973. Entonces, comúnmente nos encontramos con 
situaciones de este tipo. 


En tanto, cuando hablamos de las organizaciones, el asunto empieza en su fundación. En general, comienza 
cuando el organismo recibe información o cuando tiene interés de recopilarla; no es una biografía de nadie, 
que se comience a escribir a los 18 años, cuando se cumple la mayoría de edad. En este caso, se empieza 
cuando el organismo consideró que necesitaba acumular información sobre organizaciones o sobre personas. 
Esta es una situación que se salvaría con el segundo inciso del artículo 2* del proyecto presentado por la 
Diputada Argimón, que dice: "Podrán asimismo incorporarse documentos anteriores o posteriores a esas 
fechas si son considerados importantes en la reconstrucción de ese período histórico de acuerdo al criterio de 
la Dirección". 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Yo diría que hay otras diferencias que no son de fondo, sino de forma: de 
redacción o ampliación. 


Hay algo que es muy importante en un Archivo Nacional de la Memoria y tiene que ver con conservar la 
memoria, pero respetando el derecho a la intimidad. En este sentido, en ambos proyectos hay cosas con las 
que no estamos muy de acuerdo. En principio, es fundamental respetar la memoria, y son muy correctos los 
proyectos en cuanto dicen que no se podrá eliminar ningún nombre del documento original. Ahora bien, en el 
artículo 14 del proyecto de la Comisión, que habla de "Documentos con contenido personal", en el primer 
inciso se expresa: "Cualquier persona que sea mencionada en los documentos del Archivo Nacional de la 
Memoria podrá solicitar al mismo que suprima sus datos personales de las copias de los documentos 
originales que se entreguen a los interesados". Y en el segundo inciso de este artículo se manifiesta: "Quedan 
exceptuados del derecho establecido en el párrafo anterior los agentes del régimen que tuvieron mando de 
tropa". Realmente, me parece que estos no son los únicos que tienen responsabilidad y creo que esto llevaría 
a considerar que es correcta la obediencia debida, porque los crímenes y las violaciones de los derechos 
humanos durante el período dictatorial fueron cometidos tanto por el último soldado de línea, de la categoría 
más baja, como por civiles y hasta colegas míos que considero quizás más culpables -de hecho, algunos de 
ellos están detenidos- que un militar. Por lo tanto, creo que no se puede exceptuar únicamente a "los agentes 
del régimen que tuvieron mando de tropa". El artículo comienza diciendo: "Cualquier persona [...]", tanto el 
victimario como la víctima. Aquí lo que se dice es que no pueden pedir que se borre su nombre; bueno, yo 
creo que aquí se deben incluir a todos los victimarios. Y acá están las responsabilidades de los gobernantes 
civiles, de los funcionarios civiles y de los funcionarios militares y policiales de cualquier nivel; de lo 


contrario mañana el personal subalterno de la Policía, del Ejército y hasta de la Administración civil, van a 
decir: "Yo estaba obedeciendo órdenes. Yo no tengo mando de nadie; por lo tanto, no soy responsable". 


Me parece que este es un tema que se debería analizar. Pienso que debería incluirse una frase con tal amplitud 
que comprenda a todos quienes tuvieron responsabilidad. Además, me parece que en ambos proyectos se 
habla de la posibilidad de presentar descargos porque, como es obvio, en este inmenso contingente de 
documentos de distinto tipo, va a haber cosas que no son ciertas, que son totalmente falsas. Por ese lado, 
mucha gente va a tener que hacer descargos y reitero que creo que eso está contemplado en los dos proyectos. 


En cuanto al proyecto presentado por la bancada del Partido Nacional, cuando en el artículo 13 se habla de 
"Documentos con contenido personal", se dice: " Los documentos que contengan historias personales no 
podrán ser exhibidos por el plazo de 2 años desde la obtención del mismo por parte del Archivo salvo a las 
personas a las que se refieren [...]". El término "historias personales” es de una vaguedad total, puede querer 
decir cualquier cosa: la fecha de nacimiento, una partida de matrimonio o de nacimiento, etcétera. Entonces, 
yo creo que no se puede establecer una exoneración de este tipo, porque bastaría con que determinado 
acontecimiento haya ocurrido en la puerta de la casa de cualquier persona, o durante un viaje, para que diga: 
"Esto es parte de la historia mía y de mi familia; es historia personal y se borra". Por lo tanto, habría que 
buscar alguna forma alternativa, porque va a dar lugar a muchos problemas. Creo que hay que ser muy 
estrictos en las limitaciones; tienen que estar establecidas a texto expreso. Considero que una cosa es borrar 
los nombres y, otra, no permitir ver todo el documento. Realmente, hay mucha cosa en estos materiales que 
no conviene que salga, no por cuestiones políticas, sino porque está afectando derechos personales y, sobre 
todo, está revictimizando gente. Como es obvio, la mayor parte de la información que personalmente puede 
herir será la de las víctimas; es por ello que hay que tener mucho cuidado. Está perfecto que las copias se den 
sin nombres, pero me parece que habría que pensar esto. 


En el proyecto de la Comisión hay un artículo, el que refiere al 27 de junio, que creo que en este momento ya 
habría que sacar. 


Por último, hay un tema que para nosotros no es el básico, a pesar de que estamos referidos nosotros mismos, 
que es de quién depende este Archivo. Con respecto a esto puedo decir que por buena práctica administrativa 
el Parlamento debería ser un ámbito en el que no deberían agregarse otras cosas que no tengan que ver 
exactamente con legislar. Creo que no es lo mismo el Comisionado Parlamentario o la futura Institución 
Nacional de Derechos Humanos, que son organismos de contralor. Realmente, en este momento que se habla 
tanto de reforma del Estado -nosotros trabajamos en el proyecto de Institución Nacional el año pasado; este 
año diría que esto tiene que ir a reforma constitucional-, creo que estos órganos de contralor -sobre todo la 
Institución Nacional, que es la más grande- deberían tener el mismo nivel que tienen en nuestro país el 
Tribunal de Cuentas o la Corte Electoral. Obviamente, la única posibilidad de hacerlo es a través de una 
reforma constitucional. Ahora bien, que el Poder Legislativo lo puede hacer... Ya desde la época del 
Parlamento inglés, se decía que lo único que no podían hacer era convertir un hombre en una mujer; la 
técnica ha hecho que eso sea antiguo, pero todo lo demás lo puede hacer. 


Hay otra cosa que también decimos mucho los abogados y quizás también los legisladores: "El papel resiste 
cualquier cosa", pero creo que hay una técnica. 


Con relación a la Dirección de Derechos Humanos, que es dependiente del Ministerio de Educación y 
Cultura, si yo llevo el proyecto de la Comisión al Ministro de Educación y Cultura me dice que no, porque 
tenemos unas seiscientas instituciones, todas dependientes de nuestro presupuesto. Ustedes no previeron 
ningún presupuesto especial -la señora Diputada Argimón sí lo hizo- para financiar el Archivo. Simplemente 
hay una frase que dice: "El Ministerio de Educación y Cultura asignará los recursos necesarios para el 
funcionamiento del Archivo Nacional de la Memoria y proveerá la infraestructura necesaria, sin perjuicio de 
lo que establezca la reglamentación correspondiente". En este momento tengo cuatro situaciones como esta; y 
me refiero solo a la Dirección de Derechos Humanos, que tiene solo un año y medio de existencia; no estoy 
hablando de las que tienen en el área de educación y de cultura. 


Entiendo que cuando queremos crear algo de importancia debemos darle autonomía financiera. Esto me 
parece fundamental, porque si viene a un Ministerio que, como dice nuestro Ministro, no es un Ministerio 
sino seis -cuando todos los demás Ministerios tienen una sola reunión de Ministros del MERCOSUR, nuestro 
Ministro tiene seis reuniones que, además, tenemos que financiar nosotros-, constituye un problema grande. 
Debemos procurar que este archivo tenga una existencia real e importante. Entiendo que ese archivo es 


fundamental; no voy a abundar porque ambos proyectos tienen unos fundamentos muy contundentes sobre su 
importancia, su necesidad, y la violación de derechos humanos que se está produciendo todos los días cuando 
ese material se va deteriorando, no digo que por voluntad de alguien, pero sí por el pasaje del tiempo, porque 

las instituciones necesitan esos lugares para otras cosas, por lo que cada día que se atrasa hay un material del 

cual no podemos disponer. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Quiero expresar mi agradecimiento a quienes nos visitan por todos los aportes 
que hacen a estas herramientas de trabajo que está estudiando la Comisión. 


Aclaro que sigo formando parte de la Comisión de Derechos Humanos aunque mi firma esté en un proyecto 
que no es el denominado por la Diputada Payssé como de la Comisión. 


Me quedé pensando, a raíz de una aseveración que hizo el historiador, y que de pronto no tuvimos en cuenta 
en la dinámica de la discusión que todos nosotros hemos tenido, que es real que este es un archivo de la 
memoria parcial, porque pertenece a un contexto histórico determinado. El tema es que existe por parte de los 
partidos políticos, con este contexto, una necesidad de dar a ese momento histórico una importancia 
determinada, especialmente para las nuevas generaciones. De pronto, no estuvo bien elegido el nombre; lo 
digo a modo de consulta. En realidad, un Archivo Nacional de la Memoria implica la memoria de todos 
nuestros tiempos y contextos históricos. Tal vez hay antecedentes de situaciones similares que tienen otra 
identificación, y eso nos ayudaría a resolver esto, manteniendo la filosofía que da origen a esta necesidad que 
tenemos. Digo esto porque cuando se hablaba al respecto sentí que no estamos siendo fieles a lo que 
realmente con ese nombre estamos designando. De pronto, hay antecedentes de experiencias similares en 
otras partes de una identificación diferente. Si ustedes conocen esto, sería bueno proporcionar esa 
información, porque nos interesa que sirva pero no descompagine las tareas técnicas que todos ustedes están 
llevando adelante desde distintos ámbitos a raíz de las investigaciones. 


Quiero felicitar la idea y la creación del museo que se va a inaugurar mañana. Me parece realmente una 
experiencia muy linda, muy gratificante; destaco la voluntad política de llevarlo adelante. Sé cuánto ha 
puesto la Directora en este tema. Lamento el lugar, no porque no me guste físicamente, sino -hablando de 
memorias- por lo que significó Máximo Santos en la historia de nuestro país. De todas maneras voy a estar 
acompañando la decisión política de que exista este museo. 


Básicamente, mi intervención es en el sentido de consultar, porque me interesa conocer la opinión de ustedes, 
ya que de pronto hay antecedentes y nosotros no nos dimos cuenta de conceptualizar todo esto en la memoria 
colectiva histórica del país. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Coincidiendo con el enfoque de la Diputada Argimón, probablemente este 
archivo debería llamarse "Memoria de la dictadura". En realidad, lo que queremos es crear un ámbito 
que de alguna forma recuerde y mantenga presente en la conciencia colectiva ese período de la historia 
del Uruguay. Desde el punto de vista técnico es clarísimo que tiene falencias, porque si consideramos 
un período desde un día preciso a otro día preciso de la historia, esto es arbitrario, pues la historia no 
se compartimenta de esa manera. Esta es una cuestión que tendremos que resolver nosotros, ya que es 
una decisión política. 


Por otra parte, quisiera preguntar a la doctora Martínez qué valoración política hace de la propuesta. Creo que 
esto va a generar rispideces en varios ámbitos como, por ejemplo, ya me imagino los planteos desde el 
Archivo General de la Nación. En realidad, toda la documentación de la dictadura debería estar en el Archivo 
General de la Nación sin ningún otro tipo de trámite. Ya existen leyes que establecen que todos los 
documentos del Estado deben tener un determinado archivo. Por tanto, no habría nada que inventar. 


Todos los Diputados de esta Comisión nos hemos ido convenciendo de que hay documentación que refleja un 
determinado período histórico, que es el de la dictadura que, además de servir para la investigación histórica 
y para que la gente lo conozca, sirve para mantener viva la conciencia de ese período. 


Entonces, queremos saber cuál es la valoración política de este asunto, si se lo ve como algo importante. En 
cuanto a la idea de que esta área dependa de la Dirección de Derechos Humanos, habría que analizar las 
cuestiones presupuestales. Es todo un tema porque, en cualquier lugar del Estado que esté, ya sea en el 
Parlamento o donde sea, debe contar con un presupuesto, si es que este asunto se considera importante. Pero 


si entre todos nos convencemos de que este tema no es importante, lógicamente que no hay que gastar en 
ello. Creo que estas cosas hay que discutirlas con total honestidad intelectual a fin de llegar a una conclusión 
seria. 


Nosotros pensamos en esta perspectiva por cuanto sabemos que la Dirección también está encaminando una 
serie de políticas en el mismo sentido y nos parecía que esto podría ser un instrumento que debe tener alguna 
forma de enganche con el resto de la documentación de la historia del Uruguay. Esto no puede estar 
totalmente aislado o que la línea de los documentos se corte abruptamente. Debería contar con ese 
instrumento que se determina en el otro proyecto, como bien señalaba el historiador. Indudablemente que 
deberíamos seguir puliendo otros aspectos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Comparto lo que planteó la señora Diputada Argimón y el señor Diputado 
Rodríguez. El tema es que estamos ante una situación coyuntural. Lo que nos movía a nosotros era la 
coyuntura y la perentoriedad de tener un soporte legislativo. Entiendo lo ambicioso de los planteos que 
hacen ustedes, pero estamos pensando que este instrumento va a ayudar en la búsqueda de la verdad 
que nos falta. Por eso es que nosotros habíamos determinado períodos. Además, estábamos de acuerdo 
en congeniar porque las diferencias eran mínimas. Tomábamos como referencia la última dictadura, 
porque según los tiempos del profesor se tendría que tomar en cuenta otras, ya que hablaba de 1920. 


Todos coincidimos en la importancia de contar con un instrumento a fin de avanzar en la búsqueda de la 
verdad que todavía nos falta conseguir. Este era el marco de la reflexión y tal vez este sea el correcto; solo 
nos equivocamos en el nombre. Habría que darle otro nombre y otras características. 


Por otro lado, quisiera hablar de lo que sucede con los documentos confidenciales, de la privacidad de las 
personas y de otro tipo de documentos. En ese sentido, no hay diferencias sustanciales en lo que planteamos 
en cualquiera de los dos proyectos; podía estar enunciado de una manera u otra pero teníamos plena 
conciencia de la importancia de la privacidad. Esto también lo señalan ustedes. Yo tengo acá documentos que 
me alcanzaron, que fueron estudiados en otros países con otras legislaciones similares que refieren a la 
confidencialidad o a la tachadura, a quiénes se puede tachar y a quiénes no. Como podrán observar, de un 
listado solamente quedó un nombre. Este documento tiene todas estas salvedades y se termina -porque es 
difícil buscar un camino entre una cosa y la otra- tal vez no llegando al objetivo que se persigue. Todo esto 
significa, nada más y nada menos, que cuando se recibe la documentación con todas las tachaduras que se 
hicieron, sinceramente, no sirve para nada. Entiendo que es complejo, delicado y que cuando lo plantea el 
Secretario de la Presidencia lo hace porque es motivo de preocupación. 


Quisiera saber si el hecho de hacer este tipo de tachaduras, de poder acceder a un documento con estas 
omisiones o cuestiones, podría ser un inconveniente para la búsqueda de la verdad que en última instancia es 
lo que se persigue. Esta es una pregunta colectiva que nos tendríamos que hacer. A mi juicio no es menor 
hacer el esfuerzo en función del objetivo y, después, que el propio instrumento corte el esfuerzo del objetivo 
que nos pusimos por delante. 


Yo sé que es un hilo fino, delicado y entiendo lo que dice la doctora María Elena Martínez en cuanto a lo del 
mando de tropa y todo lo demás. En la Comisión hablamos de que esta documentación podría ayudar, 
inclusive, al Poder Judicial a determinar culpabilidades. Si nosotros a priori tachamos nombres o 
determinamos que uno tiene que quedar porque es víctima y otro hay que sacarlo porque es victimario -o 
presumimos que lo es y lo dejamos- no sé si no estaríamos sobrepasando las funciones que nos competen 
como legisladores. Por ese motivo digo que hay un hilo muy delicado sobre el que deberemos trabajar. 


En función de lo que expresa la doctora María Elena Martínez, reconozco que si la documentación fuera la 
consecuencia de los fallos judiciales, no habría ningún inconveniente, pero si de pronto es el motivo que 
conduce a, ¿quién puede determinar a priori quiénes son los victimarios y las víctimas, por más que la 
conciencia colectiva pueda tenerlo claro? 


SEÑORA MARTÍNEZ.- En primer lugar, quiero aclarar a la señora Diputada Argimón que nosotros 
sabíamos que ella integraba la Comisión. 


En segundo término, pido perdón a los demás miembros del Partido Nacional porque dijimos que es un 
proyecto de la señora Diputada Argimón. 


Además, debo aclarar que fue elegida la quinta de Santos a los efectos de santificarla. 
(Hilaridad) 


Esta iniciativa es importantísima; no lo dije porque nos resulta obvio. Reitero: esta ley es muy importante y 
urgente. Como ello está en los fundamentos de ambos proyectos que están de acuerdo, yo traté de ser práctica 
y no centrar cómo eso nos importa. Estamos señalando estos detalles para que el proyecto sea mejor pero, 
como decía hace un momento, el atraso de la sanción de este proyecto de ley va haciendo disminuir el 
material de distinta forma. Quiero dejar sentado que para mí es una ley fundamental para el derecho a la 
verdad y a la Justicia; esto está clarísimo. 


Cuando me referí al Ministerio de Educación y Cultura en cuanto a que no tenía un presupuesto especial - 
tratando de ser objetiva, sacándome de la Dirección- creo que es perfecto, que es una adjudicación perfecta. 
Aclaro que días pasados la señora Diputada Payssé, el profesor Destouet y quien habla mantuvimos una 
reunión en el Archivo General de la Nación porque estuvo dando una charla un profesor, la persona que tomó 
a su cargo los ficheros de la Stasi, es decir la policía política de Alemania del Este, en el mismo momento que 
tiraron abajo el muro. Por lo tanto, entró directamente para que no desapareciera nada. En ese momento, 
además de enterarnos y de conocer cosas muy interesantes, hablamos con la licenciada Casas, quien nos dijo: 
"De ninguna manera quiero ese archivo aquí”. Yo le digo: "Bueno, pero por lo menos la parte técnica va a 
tener que ser la misma". Y me expresó: "Supongo que eso sí". 


Este archivo tiene una connotación especial; posiblemente dentro de treinta años se una al Archivo General 
de la Nación porque integra nuestro acervo de información, pero en este momento tiene finalidades 
concretas. Por lo tanto, tiene que estar a cargo de una institución con un gobierno que vea el tema desde el 
punto de vista político. Por supuesto que es importante el aspecto técnico del archivo, pero eso es otra cosa. 


La licenciada Casas dice que no lo quiere en este momento en su archivo porque considera que sería mezclar 
cosas distintas. Es más: anda por ahí un proyecto muy breve que ella ha presentado respecto a la ley de 
archivos, en el que se argumenta que hay archivos que no son del Sistema Nacional de Archivos, pero que 
integran el acervo de información. 


Creo que la Dirección es honrada y hemos estado trabajando en la medida de nuestras competencias. Recién 
empezamos y por lo tanto somos un organismo con poca posibilidad de incidir. De todos modos, hemos 
hecho varios trabajos sobre memoria. El año pasado publicamos un libro sobre memoria y les aviso que el 
próximo 18 de mayo presentaremos el último, que refleja las exposiciones nacionales e internacionales de un 
seminario realizado en diciembre, denominado "Memoria y Derechos Humanos de cara al Siglo XXI". 
Partiendo de la memoria, pretendemos visualizar qué derechos humanos tenemos que promover y desarrollar 
en este siglo. Trabajamos conjuntamente con el PNUD, el Centro Cultural de España, la Intendencia y la 
Embajada de España. Reitero: vamos a presentar este libro el 18 de mayo en el Centro Cultural de España. 
Creo que son aportes interesantes. Nosotros estamos capacitados para realizar este trabajo y creo que sería 
muy interesante. 


Obviamente, como responsable de esta Dirección, pienso que sería preferible que la ley indicara de dónde 
vienen los recursos. 


(Diálogos) 


Ustedes saben que después de que este proyecto sea sancionado, nosotros tenemos que pedir partidas 
especiales en la Rendición de Cuentas para el año posterior y en el próximo Presupuesto. Esto nos crea 
dificultades, pero de cualquier manera estamos dispuestos a asumirlas. 


En una de las charlas se habló del archivo ubicado en Coblenza, Alemania, con tres mil funcionarios y un 
gran presupuesto anual. En ese caso no solo se toman los antecedentes de la Stasi durante el período de la 
separación de Alemania y del régimen comunista, sino desde la época del nazismo. Tiene antecedentes que se 
van mezclando y que dan un producto histórico muy interesante. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero saber si ustedes, desde la Dirección, percibieron algunos nichos de 
cooperación internacional para este tipo de proyectos. Me parece que hay algunos organismos a nivel 


internacional que podrían dar una mano. No podemos establecer esto en la ley, pero podría haber una 
vía de financiación. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Efectivamente hay organizaciones que se refieren a archivos y que tendrían 
interés. 


SEÑOR DESTOUET.- ADAI ya nos ha financiado dos proyectos. Debo aclarar que ADATI es un fondo 
de ayuda archivística de la Primera Conferencia Iberoamericana de Presidentes. Se nos concedió 
fondos en dos oportunidades: en 2005, € 5.000 y ahora € 1.000 para tratar documentación referente al 
período de la dictadura militar. 


También de parte del archivo de la Stasi y de la Embajada de Alemania se nos ofreció personal técnico que 
estaría dispuesto a instalarse en Uruguay para capacitar a los funcionarios uruguayos en el tratamiento 
específico de este tipo de documentación. Hay un caso en curso y otro que fue un ofrecimiento de la 
Embajada de Alemania en Montevideo. 


Asimismo, hay un fondo para los archivos de la memoria a nivel de la UNESCO, para archivos estatales. Una 
vez creado el archivo, se puede recurrir a los miembros de la UNESCO; creo que se denomina Memoria 
Mundial. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- El último punto que me parece interesante es el nombre; los que conozco se 
llaman "memoria". Hay uno mucho más específico en Paraguay. 


SEÑOR DESTOUET.- Con relación a la denominación, lo importante, más que el nombre -en general 
todos estos archivos se denominan "archivos de la memoria"-, es en qué pensamos cuando hablamos 
de memoria. ¿Qué archivos de la represión -ese sería el contenido específico de este archivo de la 
memoria- hay en el mundo? Creo que no son muchos. En América Latina tenemos uno en La Plata, 
que recoge el acervo documental de la Dirección de Inteligencia de la Provincia de Buenos Aires, con 
3:700.000 fichas personales, más cientos de horas de grabación, de filmación y miles de fotografías. 
¿Qué recoge? No recoge solo el período de la última dictadura militar en la República Argentina, sino 
lo que desde el punto de vista de la represión política, social, sindical y religiosa llevó adelante la policía 
de la Provincia de Buenos Aires a lo largo de la historia. La doctora Funes -a quien invitamos en 2005 
para dar una conferencia sobre estos archivos; ella es una de las investigadoras jefa de ese archivo- nos 
ponía ejemplos de 1918, en persecución de espías del movimiento sindical. A su vez, el "Archivo del 
Terror" de Asunción del Paraguay recoge la documentación de la policía secreta de Stroessner. El 
marco temporal es sumamente laxo y no refiere exclusivamente a un período, porque Stroessner estuvo 
tantos años en el poder que abarca casi todo el Siglo XX. 


En el caso de Sudáfrica se ubicó documentación relevante del período del "apartheid", pero todavía está en 
proceso y aún no se creó el archivo. Se identificaron los fondos documentales, pero no comprenden esta 
instancia que se está discutiendo aquí. 


En Grecia se ubicó la documentación, pero el horror era tal que se prefirió quemar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de nuestros invitados. Consideraremos las 
sugerencias y, eventualmente, de ser necesario, los invitaríamos en una nueva oportunidad a los efectos 
de seguir considerando el tema. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y 
Cultura) 


(Ingresan a Sala integrantes del Grupo de Acceso a la Información) 


La Comisión de Derechos Humanos recibe a los representantes del Grupo de Acceso a la Información, 
integrado por las licenciadas Lourdes Ramos y Beatriz Muiño y los doctores Martín Prats y Roberto Gossi. 


Estamos considerando un proyecto de ley al que se le anexó otro, referente al Archivo de la Memoria. Por lo 
tanto, hemos solicitado la buena voluntad de vuestra agrupación a los efectos de que nos den su opinión, para 
tratar de sacar un solo proyecto de estos dos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera que nos aclararan quiénes integran este Grupo, porque estamos 
haciendo invitaciones por este asunto y quizá dupliquemos esfuerzos. 


SEÑOR PRATS.- El Grupo de Acceso a la Información está integrado por organizaciones de la 
sociedad civil y por instituciones públicas. Entre las primeras podemos citar a SERPAJ, a IELSUR, a 
APU -Asociación de la Prensa del Uruguay-, a Uruguay Transparente, a Archiveros sin Fronteras y a la 
Asociación Uruguaya de Archivólogos. Entre las instituciones públicas mencionaremos a la Escuela 
Nacional de Bibliotecología y Archivología de la Universidad de la República. 


En virtud de que nos convocaron para dar nuestra visión sobre estos proyectos lo que venimos a exponer en 
el día de hoy es la opinión del Grupo, pero puede suceder que en algunos aspectos varias de las instituciones 
que lo integran tengan puntos de vista individuales. Por ese motivo, no sé si tal vez no convendría volver a 
citar a algunas de las instituciones que tienen posiciones distintas. 


Este Grupo empezó a funcionar el año pasado, con el objetivo de promover el acceso a la información 
pública en nuestro país. En ese sentido, se entendió que desde el punto de vista legal existían dos grandes 
carencias. Por un lado, la falta de una ley de acceso a la información pública y por otro, el tema de que los 
archivos del Estado no están debidamente organizados y no existe un marco legal que obligue a esa 
organización. Entonces, el año pasado este grupo trabajó en la elaboración de dos anteproyectos de ley: en 
primer lugar, en el acceso a la información pública, proyecto que ya fue presentado y está a estudio de la 
Comisión de Educación y Cultura del Senado. Sobre esa iniciativa hemos hecho varias actividades, 
seminarios y talleres, tratando de difundir la importancia de su aprobación. En segundo término, el grupo 
trabajó en la elaboración de un proyecto de ley de archivos, que no está tan avanzado como el proyecto de ley 
de acceso a la información pública, porque como el Archivo General de la Nación integra el grupo, hizo suya 
la iniciativa y la va canalizando por la vía del Ministerio de Educación y Cultura y todavía no la presentó al 
Poder Legislativo. 


Para nuestro grupo, más allá de que se trata de dos proyectos de ley distintos, ambos son indispensables e 
igualmente importantes. No se puede concebir una ley de acceso a la información pública si no existe una ley 
nacional de archivos, porque podrán estar aceptados los procedimientos para acceder a la información, pero 
si los archivos no están bien organizados, en muchos casos la ley no podrá ser aplicada y caerá en saco roto. 
Entonces, como principio general trabajamos por la promoción de una ley de acceso a la información pública, 
pero indisolublemente ligada a una ley nacional de archivos. 


Con respecto a los archivos de la memoria, o archivos de documentos -en el más amplio concepto del 
término- producidos durante la época de la dictadura, entendemos que es fundamental salvaguardar esa 
información. También entendemos la especificidad que tienen ese tipo de documentos con respecto a otros, 
pero creemos que esos archivos deben ser manejados por el organismo especializado del Estado en esta 
materia: el Archivo General de la Nación, dependiente del Ministerio de Educación y Cultura. En tal sentido 
estuvimos discutiendo en el grupo y nuestra propuesta es que dentro del proyecto de ley nacional de archivos 
se agregue un capítulo especial en el cual se regule cuál va a ser el tratamiento o la organización de los 
archivos de la memoria. Entendemos que esos archivos tienen un gran valor simbólico y un gran valor 
político -aspectos fundamentales para la construcción de la memoria colectiva de lo que pasó en nuestro país 
y para que realmente sirvan para una política de Estado del "nunca más"-, por lo que pueden tener un 
tratamiento distinto al de los archivos comunes que maneja el Archivo General de la Nación. Pero como este 
es el organismo especializado en la recopilación, en la organización, en la sistematización y en todo el 
manejo de documentos, allí tiene que radicar la Dirección de este nuevo archivo. Como se trata de archivos 
muy especiales, avalamos, sí, que exista una Comisión asesora o consultiva, integrada por organismos de 
derechos humanos u otros actores de la sociedad civil, que colabore con el Archivo General de la Nación en 
el manejo de esta documentación, que promueva campañas de difusión, utilizando también a esos archivos 
para campañas del "Nunca Más", etcétera. 


Resumiendo, la idea general es la siguiente. Es indispensable contar con la ley nacional de archivos, en la que 
debe figurar un capítulo que regule el tratamiento especial de estos documentos emanados durante la 


dictadura, y con una Comisión asesora del Archivo General de la Nación para el tratamiento y difusión de esa 
información. Asimismo, creemos que es indispensable que conjuntamente con una norma que dé tratamiento 
especial a estos documentos, se apruebe una la ley nacional de archivos, porque de lo contrario se corre el 
riesgo de superponer competencias, de dispersar información y de que no se empleen métodos de 
sistematización debidos para la organización del Archivo de la Memoria. O sea que para que exista un 
Archivo de la Memoria y para que este pueda ser salvaguardado, debe existir una ley nacional de archivos. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Quisiera agradecer los aportes de quienes nos visitan en el día de hoy. 


Me parece muy importante la pregunta de la Diputada Payssé, porque hemos compartido algunas instancias 
de trabajo con el grupo de acceso a la información. Sabíamos que existía otro grupo pero, en verdad, no 
teníamos noticia de actividades en las que pudiéramos participar. 


Creo que el motivo de la solicitud de la Diputada Payssé para que compareciera este grupo, ya fue abordado 
por el invitado que acaba de hacer uso de la palabra. Básicamente, precisábamos saber quiénes conformaban 
este grupo, porque queremos contar con la totalidad de las opiniones. Ustedes saben que estos proyectos son 
herramientas de trabajo y con el intercambio de todos, si se puede, estas propuestas se concretan en leyes. 


Todos coincidimos sobre la especificidad que tienen los episodios de la época de la dictadura cívico militar 
que se recogerán en este archivo. En realidad, como ustedes entienden y como se definía, también hay un 
mensaje político, básicamente, por lo que significa trasladar estos insumos a las nuevas generaciones, 
teniendo en cuenta el punto de vista técnico a nivel del archivo y lo que implica el manejo transparente de la 
información. En fin; los investigadores sabrán cómo trasladar todo esto; no somos nosotros quienes lo vamos 
a hacer, aunque cada uno tenga, al igual que todos los ciudadanos, una opinión fijada sobre el tema. 


Me parece que hay algo que forma parte del debate que vamos a tener. Sabemos que acá están en juego temas 
presupuestales, así como del cuidado en la custodia. Toda la documentación histórica está cargada de 
subjetividades, pero esto tiene una especificidad concreta. 


Ustedes advirtieron la voluntad política de todos los partidos en el sentido de que esto salga a contribuir en el 
proceso de búsqueda de la verdad, pero queríamos salvaguardar lo más posible la objetividad en el transcurso 
del tiempo, porque hoy hay una colectividad política afín a que esto suceda, pero no sabemos qué puede 
pasar a futuro; por eso estamos viendo cuál es la mejor ubicación para este archivo. Ustedes hablan del 
Archivo General de la Nación; nosotros también estuvimos manejando esa posibilidad como una hipótesis de 
trabajo más, dentro de las posibilidades del debate; ahora bien, nos parece que sería interesante hacernos de 
ese anteproyecto del grupo de trabajo. Asimismo, quisiéramos saber en qué etapa está la iniciativa en el 
Ministerio de Educación y Cultura. Nosotros lo vamos a averiguar pero, de pronto, como ustedes que han 
seguido este tema lo conocen, también podemos insistir para que conjuntamente con el debate de la Comisión 
respectiva del Senado -reitero que con la Diputada Payssé conocemos el proyecto acabado que ingresó al 
Senado-, ese proyecto ingrese y pueda ser motivo de debate parlamentario. Nos parece que está bien 
colaborar, teniendo en cuenta el contexto que estamos viviendo y que hay voluntad de todos de hacerlo. 
Repito que una es una ley marco, mucho más abarcativa, y esto tiene que ver con la especificidad. 


Nos parece importante y agradecemos que nos hayan abreviado trabajo, porque el hecho de que ustedes 
nucleen a todas las organizaciones e instituciones que han tenido que ver con el tema nos facilita mucho 
poder avanzar en ese trabajo. 


Por último, me gustaría saber si conocen en qué etapa está el proyecto que ustedes trabajaron a nivel del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Voy a hacer alguna consideración rápida y alguna pregunta. 


Nosotros tomamos este tema porque había interés en la Comisión y porque había una necesidad planteada por 
el Secretario de la Presidencia, conjuntamente con la Ministra de Defensa Nacional, de contar con un 
instrumento legal específico para el tratamiento de estos archivos. 


En ese marco y en función de aspectos políticos que manejamos en la Comisión comenzamos a trabajar la 
idea, sin desconocer los proyectos a los que ustedes hicieron mención, pero también viendo la perentoriedad 


de la necesidad de contar con un instrumento para este tipo de situaciones, ya que desde el propio Ministerio 
de Defensa Nacional se nos planteaban dificultades de tipo técnico y de tipo político. Algunos colegas 
plantearon, con justo derecho, que quizás la información que está en esos archivos -no sabemos qué 
contienen esos archivos; quizás, alguien lo sepa, pero nosotros en el colectivo no podemos determinar qué es 
lo que hay ahí adentro-, podría ayudar a determinar algunas cuestiones vinculadas a lo que el Poder Judicial 
está trabajando en este momento en materia de temas vinculados a las violaciones de los derechos humanos 
durante la dictadura. 


El norte que nos guiaba era la búsqueda de la verdad. Nos parecía que como Comisión de Derechos 
Humanos, teniendo en cuenta lo solicitado por el Poder Ejecutivo a través del Secretario de la Presidencia, 
ese era el norte al que teníamos que seguir apuntando. 


Acabamos de recibir a la Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, quien nos 
trasmitió que el Archivo General de la Nación no quiere saber nada con el Archivo Nacional de la Memoria. 
Entonces, se nos arma un profundo lío, pero bueno al fin, porque tenemos la oportunidad de recibir otras 
opiniones y, en última instancia, tendremos que laudar en función de la realidad. Somos nosotros quienes 
tenemos que asumir la responsabilidad; tenemos un gran entrevero. 


Hablamos con los integrantes de la delegación que recibimos antes que a ustedes acerca de que en un plazo 
de veinte o treinta años lógicamente estos archivos deberán integrar el Archivo General de la Nación, pero 
que en este momento adquiría una importancia particular poder "separarlo" -entre comillas-; en ese marco, 
teniendo en cuenta que ustedes han dicho que están de acuerdo con lo expresado por el artículo 6* del 
proyecto, relativo al Consejo Directivo, quisiera saber si pueden explorar o hacernos algún aporte que nos 
ayude en esa dirección o si hay elementos contundentes que indiquen que esto tiene que trabajarse de manera 
conjunta con el Archivo General de la Nación. Nosotros hacemos el enlace con el Archivo General de la 
Nación a través de la integración del Archivo y, además, porque contamos con que los técnicos que tendrán 
que trabajar en este Archivo tienen que ser preparados en esta materia. 


Quería hacerles esa pregunta y explicarles el motivo del apuro porque esto salga. Nosotros recibimos al 
Secretario de la Presidencia en agosto del año pasado, en una visita que había sido postergada por otras 
razones que en este momento no vale la pena reseñar. 


SEÑORA RAMOS.- Represento a la Escuela de Bibliotecología de la Universidad de la República, en 
tanto egresada y docente de dicha institución. 


A mí se me plantean dos polos que me gustaría compartir con ustedes. 


En primera instancia, la propuesta del grupo sobre una ley de archivo es muy abarcativa; básicamente, la 
ejecución de todo eso sería a través de un reglamento. El meollo de esa propuesta es la creación de un 
sistema nacional de archivos. En la medida en que exista un sistema nacional de archivos, podríamos regular 
el archivo administrativo y un archivo intermedio, en el que estaría ubicado este tipo de documentación de la 
que estamos hablando en este momento. Estaría allí en plazo de precaución, sujeta a revisión, etcétera. Por 
otro lado estaría el archivo histórico, que es la documentación con más de treinta o cincuenta años; se debería 
determinar este tiempo. Si eso estuviera establecido en nuestro país, hoy las dudas estarían más despejadas. 


Sostengo que no debemos complicar el futuro. Soy una de las que levanta la bandera de poner este archivo 
bajo la órbita del Archivo General de la Nación. Entiendo perfectamente a la señora Alicia Casas de Barrán - 
fui su ayudante durante nueve años en su Cátedra- porque conozco el Archivo General de la Nación; no 
podemos olvidar que es el primer técnico en la historia a la cabeza del servicio. Pero a modo de ejemplo, en 
un sistema muy interesante como el de España, existe el Archivo General de Indias que recoge 
específicamente la documentación que tiene que ver con las Indias. Debería ser algo similar, pero siempre 
subordinado a la máxima autoridad. De lo contrario, será muy difícil aplicar en el futuro un sistema que 
pueda regular y normalizar el tratamiento en toda la Administración Pública. Hoy tenemos esto, pero 
pensemos que en el futuro podrá haber otro tipo de documentación. Hoy, para los abogados, para los 
historiadores, esto es insumo de trabajo. Quizás, dentro de cincuenta años, por ejemplo, a los sociólogos - 
tengo un hijo sociólogo- les interese la realidad de los niños al día de hoy, y se crearía un archivo en ese 
sentido. Entonces, sería bueno contemplar esto en el marco de un sistema, no despegarlo de esa ley. Entiendo 
la parte presupuestal, pero por un lado o por otro tendrá que venir. Quizás, el Archivo podría no hacerse cargo 


directamente del tratamiento, pero sí podría coordinar y supervisar esa nueva creación del Archivo. Para mí 
es un traslado o transferencia de fondos documentales que tratan sobre determinado tema y hacen un capítulo 
o una sección muy especial. Este Archivo no tiene por qué estar en el edificio del Archivo General de la 
Nación; podríamos encontrarle otro lugar. 


SEÑOR GOSSI.- Soy el Presidente de "Uruguay Transparente". Integro la Comisión que desde hace 
un año viene trabajando los temas relativos a archivos y acceso a la información en forma conjunta. 
Creemos que no hay posibilidad de tener una ley moderna de acceso a la información si no tenemos 
previamente una ley de archivo, una sistematización de los archivos. Creemos que esta es una 
oportunidad histórica para legislar sobre el conjunto, refiriendo en la propia ley de archivo una sección 
especial para el Archivo Nacional de la Memoria. Ahí sí se puede integrar esa Comisión especial que 
amerita el caso, dada la especialización que tiene el tema y la necesidad de difundir la posibilidad de 
acceso. Pero todo tiene que ir en conjunto, porque si fraccionamos este proyecto corremos el riesgo de 
que después nos quedemos sin ley de archivo y sin ley de acceso o que eso demore más y entonces se 
pierda esa posibilidad concreta de utilizar el archivo de la memoria, o como se determine, para 
conocimiento futuro de los historiadores. Tenemos que considerar la globalidad para que este archivo 
sirva para el "Nunca más". De manera que tenemos que tratarlo de forma técnica, incorporándolo al 
Archivo General de la Nación con carácter especial, con esa Comisión asesora que en los proyectos la 
incluya. Nos comprometemos a presentar el proyecto integral de archivos con la sección especial, 
recogiendo las opiniones de los proyectos que se han presentado en esta Comisión. Si a los señores 
Diputados les parece bien, en un plazo de treinta días estaríamos en condiciones de presentar un 
proyecto que contemple las dos posibilidades: tener una buena ley nacional de archivos dentro de un 
marco de sistematización como el que necesitamos y contar con una buena sección especial de archivo 
de la memoria. Entonces, todos esos archivos serán bien tratados, administrados y suficientemente 
consultados, porque si no se van a consultar van a servir de poco para que después eso no vuelva a 
suceder nunca más en nuestra historia. 


Conversando con todas las instituciones que integran este grupo, pensamos que el aporte que podemos hacer 
es presentar un anteproyecto que recoja esas dos vertientes. Nos parece que ello también hace a la 
transparencia. Estamos en un proceso creciente hacia la transparencia en todos los ámbitos de la 
Administración y este será un paso histórico para lograr la transparencia de los archivos en cuanto a su 
gestión, a la consulta y al acceso a la información pública. 


Era cuanto quería compartir con ustedes. 


SEÑOR PRATS.- Entiendo la urgencia de definir el tema de los archivos de la memoria. Estos archivos 
están en manos que no deben estar; se puede estar perdiendo día a día bastante documentación muy 
valiosa, no solo para la memoria sino para la Justicia. Son documentos a los que la Justicia puede 
recurrir, y en donde hoy se encuentran, se pueden perder. Entonces, al entender esa urgencia, podemos 
comprender la necesidad de regular -por vía legislativa- los archivos de la memoria. La cuestión que 
nos preocupa es que sin ley general de archivos, no hay garantía de un buen manejo, organización y un 
buen tratamiento técnico de esos documentos. 


Como decía el doctor Gossi, esta es la oportunidad histórica de hoy: ya que tenemos un problema urgente que 
hay que resolver, como la organización general de los archivos de la nación, aprovechemos esta ocasión. 
Entonces, cuando se nos presenta un problema nos damos cuenta de que no tenemos un Archivo General de 
la Nación bien organizado, bien sistematizado, y aparecen estas urgencias. Por lo tanto, de una vez por todas, 
tratemos la urgencia de la memoria, pero démonos cuenta de que una ley general, una ley nacional de 
archivos también es urgente. Tal vez tenemos miedo de que los archivos de la memoria no puedan funcionar 
según los objetivos que ustedes establecieron en los proyectos que nos remitieron para analizar. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Aunque la iniciativa relativa a la ley nacional de archivos todavía no fue 
presentada, debo decir que estoy de acuerdo con que tiene que ir al mismo tiempo que la ley de acceso 
a la información. Este aspecto ya lo hemos trabajado. 


Me gustaría saber si la ubicación de ese archivo -en el marco de ese sistema nacional que ustedes plantean- 
que se determina en el proyecto -Carpeta N* 871-, en la Dirección Nacional de Derechos Humanos -que 


funcionaría como un Consejo Directivo, como un órgano asesor o como Dirección de ese ámbito- también les 
resulta como falto de garantías. 


SEÑORA RAMOS.- Así como la señora Diputada Payssé lo plantea no lo vemos ubicado en el sistema 
nacional de archivos. 


Antes de venir acá hubiera preferido hablar con la señora Alicia Casas, pero está fuera del país. La idea era 
sentarnos a hablar y conjuntamente con el Archivo General de la Nación elaborar una propuesta de ubicación 
dentro del sistema. 


En el contexto que plantearon mis compañeros son importantes los derechos humanos y la Justicia pero no 
podemos dejar de visualizar una solución de este problema en desmedro de la pérdida de esa organicidad que 
tiene esa documentación. Si a esa documentación se le corta el hilo de vida que tiene, pierde sentido y podría 
perder valor testimonial, informativo o probatorio. Por ello es que pensamos que no es necesario crear un 
archivo, sino más bien hacer transferencias periódicas de documentación especial a determinado lugar. Esto 
es lo que debemos determinar. 


SEÑORA ARGIMÓN.- En términos de hipótesis de trabajo, quiero ratificar lo que decía la señora 
Diputada Payssé. 


Se hablaba de coyuntura histórica. Entonces, cuando con la señora Diputada Payssé empujábamos el trabajo 
de la Comisión de acceso a la información era porque estábamos absolutamente convencidas de todo lo que 
ustedes nos han dicho. Además, todos nosotros compartimos la necesidad de que exista un sistema nacional 
de archivo. 


De lo manifestado por ustedes, también se desprende un entendimiento de la situación que, de alguna forma, 
apuró a que este tema se pusiera en la agenda política y parlamentaria por el contexto histórico que estamos 
viviendo, en aras de esa búsqueda de la verdad. 


Como no podía ser de otra forma, nosotros asumimos la especificidad técnica del Archivo General de la 
Nación. Reitero: fue una de las cosas que también evaluamos como hipótesis de trabajo. Ya que estamos en 
este intercambio de opiniones -por supuesto que esta pregunta se la vamos a plantear a la señora Directora, 
pero queremos que ustedes se vayan con otra mirada de lo que significan nuestros tiempos-, quisiera saber si 
ante la posibilidad de que se les otorgue la custodia y el armado, se garantizará la especificidad, algo que 
todos nosotros hemos buscado. De todas maneras -como decía la señora Diputada. Payssé-, sabemos que esto 
terminará estando en el Archivo General de la Nación porque, obviamente, los contextos históricos que hoy 
precisan determinada atención, en unos años ya no lo van a necesitar o la necesitarán en forma diferente. 
Entonces para nosotros es muy importante mantener el tema de los tiempos y las garantías de que esto tenga 
la competencia técnica; esto ustedes lo saben mejor que nosotros. 


Quisiera saber si ustedes creen viable que dentro del Archivo General de la Nación, a través de un Consejo o 
de una Comisión podamos mantener por el tiempo que sea prudencial -dentro de lo que son las evaluaciones 
técnicas que ustedes hacen- esa especificidad que nosotros necesitamos en este contexto histórico, donde 
estamos embarcados en ese proceso. Ustedes saben que aquí hay una definición política determinada que está 
moviendo todo esto. Debo decir -sé que interpreto a mis compañeros- que tendremos la misma voluntad el 
día que se presente el proyecto de ley del grupo de trabajo relativo al sistema nacional de archivo. No nos 
podemos expedir sobre este proyecto de ley porque todavía no lo tenemos en la agenda parlamentaria 


Me gustaría que ustedes nos ayudaran un poco a evaluar si esa podría ser una solución, siempre pensando y 
teniendo como norte el sistema nacional de archivo dentro del Archivo General de la Nación, pero 
manteniendo desde el arranque su especificidad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Coincido con la reflexión global y con el planteo. Pero también queremos 
pedirles que nos ayuden a pensar alguna herramienta para incorporar a este proyecto que permita 
solucionar la posible debilidad técnica -aspecto delicado- que pueda tener este tipo de camino que 
proponemos. Digo esto porque tememos que un proyecto macro nos lleve un tratamiento, primero en el 
Poder Ejecutivo y luego parlamentario, bastante más allá del tiempo de que disponemos y que esto se 


complique más. Habría que buscar soluciones alternativas -en la línea de lo que decía la señora 
Diputada Argimón- para superar las falencias técnicas, sin descartar un proyecto general de archivos. 


SEÑOR PRATS.- La idea planteada se puede pensar. Tal vez sería conveniente tomarnos unos días 
para reunirnos, reflexionar y venir con una respuesta más concreta. Además, sería muy importante el 
rol que podría jugar la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio. 


Claramente, el Archivo General de la Nación tiene funciones técnicas; en cambio, la Dirección de Derechos 
Humanos es más política que técnica dentro del Ministerio de Educación y Cultura. Estos archivos tienen 
mucha significación política. Por tanto, no veo ningún inconveniente para que esa Dirección tenga un lugar 
privilegiado en esa Dirección Consultiva que va a haber sobre el Archivo. De esa manera, tal vez podrían 
complementarse los objetivos de política de Derechos Humanos que puedan estar trazándose en la Dirección 
de Derechos Humanos con el manejo técnico que el Archivo General de la Nación puede llevar adelante. 


SEÑOR GOSSI.- Resumiendo el espíritu de la propuesta, sería bueno contar con una ley única que 
tuviera una sección especial para los archivos de la memoria, con esa Comisión planteada a fin de que 
lo administre y lo promueva. Coincido con el doctor Prats en el sentido de dar importancia 
preponderante a la Dirección de Derechos Humanos. 


Creo que en ese sentido podemos trabajar y presentarles algo que unificara los tres puntos de vista 
planteados. Habría que tratar de superar con buena voluntad la premura que existe para la aprobación de este 
tipo de normas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera sugerir que cuando los invitados tengan más redondeadas esas 
propuestas que nos han planteado, se pongan en contacto con nosotros a efectos de recibirlos 
nuevamente y de ahondar en este tipo de cosas. Como muy bien han dicho los compañeros, el tiempo 
nos presiona y nos preocupa la preservación de este tipo de documentos y de información. 


Agradecemos vuestra presencia y valoramos muchísimo poder hablar con especialistas en estos temas porque 
creo que así podremos obtener mejores resultados. 


Se levanta la reunión. 


Carpeta N* 1434 de 2006 


Carpeta N” 1486 de 2006 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


